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Joaquín Arias Franco Vs Colpensiones.  Rad. 66001-31-05-001-2013-00437-02
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Providencia:

Sentencia de 29 de mayo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-001-2013-00437-02

Proceso

Ordinario Laboral

Demandante:

Joaquín Arias Franco 

Demandado:

Colpensiones

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Primero Laboral del Circuito

TEMAS:
PENSIÓN DE INVALIDEZ / PROTEGER A LAS PERSONAS QUE POR SU CONDICIÓN MÉDICA NO PUEDEN VINCULARSE A LA FUERZA LABORAL Y GENERAR INGRESOS PARA SU SUBSISTENCIA / EN ESTE CASO LA PERSONA PUDO SEGUIR TRABAJANDO DESPUÉS DEL ACCIDENTE DE TRÁNSITO QUE SUFRIÓ EN 1989.
Haciendo un análisis del artículo 44 de la Ley 100 de 1993 “Revisión de las pensiones de invalidez”, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL867 de 23 de enero de 2019 radicación Nº 60171 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, recordó que la pensión de invalidez es una prestación económica que tiene como finalidad la protección de aquellas personas que debido a su situación médica no tienen la posibilidad de continuar vinculadas a la fuerza laboral, impidiéndole la generación de recursos para su subsistencia; lo cual expresó de la siguiente manera:

“En ese orden, no debe perderse de vista que la pensión de invalidez tiene precisamente por objeto proteger a quienes, al no contar ya con ingresos fruto de su fuerza de trabajo, dada su condición médica, requieren una fuente de recursos que les permita garantizar su subsistencia en condiciones dignas.”. (…)
… el accidente de tránsito sufrido en el año 1989 no le impidió seguir vinculado a la fuerza laboral como auxiliar de bodega y oficios varios, pero sobre todo no fue un obstáculo para ascender laboralmente, ya que pasado ese evento, dos años después fue ascendido a agente vendedor y más adelante a representante de ventas; siendo del caso resaltar que una vez finalizó su relación laboral con Dromayor Pereira S.A. el 31 de diciembre de 2002, pudo vincularse nuevamente, como ya se dijo, con la empresa TM y CIA S en CA y después con una Cooperativa de Trabajadores, desvinculándose de ésta última el 31 de marzo de 2008.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, veintinueve de mayo de dos mil diecinueve, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor JOAQUÍN ARIAS FRANCO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 26 de septiembre de 2018, dentro del proceso que le promueve a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2013-00437-02.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Joaquín Arias Franco que la justicia laboral declare la nulidad parcial del dictamen emitido por el extinto ISS en cuanto a la fecha de estructuración de la invalidez y en su lugar se declare como tal el 25 de junio de 1989 y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer el retroactivo pensional causado entre esa fecha y el 3 de junio de 2009, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993, la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Mediante la resolución Nº 100033 de 17 de enero de 2011, el otrora ISS le reconoció la pensión de invalidez a partir del 3 de junio de 2009; la invalidez del 56.76% se estableció con ocasión del accidente de tránsito ocurrido el 25 de junio de 1989, en el que sufrió trauma cráneo facial severo con compromiso orbitario izquierdo, hidrocefalia post traumática que requirió poner válvula de hakin; lo descrito generó pérdida de la agudeza visual total del ojo izquierdo, trastornos depresivos y epilepsia post traumática no controlada; no obstante lo anterior, en dictamen de 22 de julio de 2010 se fijó como fecha de estructuración de la invalidez el 3 de junio de 2009.

Al dar respuesta a la demanda –fls.387 a 393- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el reconocimiento de la pensión de invalidez y la información contenida en el dictamen de 22 de julio de 2010. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Declaratoria de otras excepciones”.
En sentencia de 26 de septiembre de 2018, la funcionaria de primer grado determinó que la fecha de estructuración de la invalidez del señor Joaquín Arias Franco se estructuró el 3 de junio de 2009 cuando la valoración por psiquiatría estableció que padecía trastornos que se concretaron en ese momento como secuela del accidente de tránsito sufrido en el año 1989, patología que hizo que la disminución en la capacidad laboral aumentara al 56.76%, lo cual concuerda con el hecho de que el actor se haya vinculado laboralmente hasta el año 2008; razones que la llevaron a concluir que la fecha de estructuración fijada en dictamen de 22 de julio de 2010 por parte del ISS estaba ajustada a derecho.
Por los motivos expuestos absolvió a la Administradora Colombiana de Pensiones de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, la apoderada judicial del señor Joaquín Arias Franco interpuso recurso de apelación argumentando que el examen de psiquiatría no puede ser el parámetro para establecer la fecha de estructuración de la invalidez del accionante, ya que el hecho generador de su trastorno surgió el 25 de junio de 1989, agregando que desde ese momento ya había sobrepasado el porcentaje de disminución de la capacidad laboral que lo hacía invalido a efectos de ser merecedor de la pensión de invalidez, señalando finalmente que el hecho de haberse vinculado laboralmente hasta el año 2008 no lo priva de disfrutar la pensión de invalidez desde el año 1989 al no existir incompatibilidad.
El 27 de febrero de 2019 la parte actora presenta memorial con el que aporta comunicado Nº BZ2019-148316 emitido por la Administradora Colombiana de Pensiones, en el que se le informa al señor Arias Franco que mantiene las condiciones que generan su invalidez y por tanto se han cerrado las diligencias correspondientes –fls.6 y 7 cuaderno de 2ª instancia-; documento éste que se pone en conocimiento de la entidad demandada para que, si a bien lo tiene, haga los pronunciamientos del caso.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿En qué fecha se estructuró la pérdida de la capacidad laboral del 56.76% del señor Joaquín Arias Franco?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda?
Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

FINALIDAD DE LA PENSIÓN DE INVALIDEZ
Haciendo un análisis del artículo 44 de la Ley 100 de 1993 “Revisión de las pensiones de invalidez”, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL867 de 23 de enero de 2019 radicación Nº 60171 con ponencia del Magistrado Rigoberto Echeverri Bueno, recordó que la pensión de invalidez es una prestación económica que tiene como finalidad la protección de aquellas personas que debido a su situación médica no tienen la posibilidad de continuar vinculadas a la fuerza laboral, impidiéndole la generación de recursos para su subsistencia; lo cual expresó de la siguiente manera:

“En ese orden, no debe perderse de vista que la pensión de invalidez tiene precisamente por objeto proteger a quienes, al no contar ya con ingresos fruto de su fuerza de trabajo, dada su condición médica, requieren una fuente de recursos que les permita garantizar su subsistencia en condiciones dignas”.

EL CASO CONCRETO

Por medio del dictamen Nº 3612 de 29 de junio de 2010 –fl.13- el Instituto de Seguros Sociales concluyó que el señor Joaquín Arias Franco tiene una pérdida de la capacidad laboral del 56.76% de origen común y estructurada el 3 de junio de 2009.

Por su parte, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, en virtud a la orden impartida por el Juzgado de Conocimiento consistente en que estableciera cual es la fecha de estructuración de la invalidez del señor Arias Franco, a través del dictamen Nº 436-2014 –fl.143 a 145- concluyó que el 56.76% de disminución de la capacidad laboral de él se produjo el 25 de junio de 1989.
Antes de definir cuál es la fecha en la que se produce la merma laboral del 56.76% del demandante, es necesario relacionar cuales son las patologías motivos de la calificación, y como se observa en ambas experticias –fls.13 y 143 a 145-, los diagnósticos objeto de análisis fueron: Secuelas de TEC (Trauma Cráneo Encefálico), Síndrome Convulsivo, Trastorno Visual y Trastorno Depresivo.

Revisando la historia clínica del paciente –fls.25 a 107- se destacan los siguientes aspectos:
1. El señor Joaquín Arias Franco sufre accidente de tránsito en moto el 25 de junio de 1989.

2. Luego de ser atendido por urgencias y de ser remitido para valoración, el examen diagnostico efectuado ese mismo día arrojó: Fractura del aspecto medial, externo y superior de la órbita del lado izquierdo, con compromiso de celdillas etmoidales y senos frontales de ese lado; gran parte del espacio subaracnoideo se halla “dibujado” por abundante presencia de aire; hiperdensidad de la tienda del cerebelo y cisterna supracerebelosa por presencia de hemorragia subaracnoidea en moderada cantidad; hipodensidad central (Signo delta) en el tercio medio del seno longitudinal superior, indicativo de trombosis de dicho seno, y; signos escanográficos de edema cerebral y contusión hemorrágica frontal izquierda.

3. Esos hallazgos permitieron que el especialista tratante determinara que el señor Arias Franco sufría Trauma Cráneo Facial Severo.
4. Producto de ese accidente, el actor desarrolló hidrocefalia post traumática que ocasionó que se le introdujera válvula de hakim, pérdida visual del ojo izquierdo, síndrome convulsivo y un par de meses después le diagnosticaron meningitis.
5. En evaluación médica llevada a cabo el 16 de septiembre de 2008 –fl.25- se efectuó relación de datos clínicos y paraclínicos del accionante, en donde se reitera que él ha sufrido cada una de las patologías descritas en anteriormente, y se describen los tratamientos realizados, así: i) Cerclaje para fractura de mandíbula; ii) Colocación Válvula de Hakim; iii) Suministro de claforan y epamin, para controlar la meningitis y las convulsiones.
6. En esa misma evaluación se indicó que su estado actual era estable y que se estaban pendientes los controles de la hidrocefalia y del funcionamiento de la válvula de hakim.

7. El 3 de junio de 2009 es valorado por el departamento de psiquiatría de la ESE Hospital Mental Universitario de Risaralda –fls.26 a 27-, al haber expresado que el motivo de su consulta era el de buscar el reconocimiento de una pensión y a continuación, luego de que se relacionaran los antecedentes médicos descritos anteriormente, afirmó que se había desempeñado laboralmente desde los 11 años hasta la fecha en que sufrió el accidente de tránsito, pues después de ese evento no volvió trabajar. 

8. Dicha valoración arrojó como resultado que se le diagnosticara como nueva patología “Trastorno depresivo”.

Motivos expuestos por los calificadores para determinar la fecha de estructuración.

El ISS en el dictamen Nº 3612 de 26 de julio de 2010, después de establecer un 39.86% de deficiencias, 1.90% de discapacidades y 15% de minusvalías, para un total de 56.76% de PCL; fijó como fecha de estructuración de la invalidez el 3 de junio de 2009, basando esa decisión en la evaluación efectuada en esa fecha en la que se diagnostica el trastorno depresivo.

Por su parte, la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, en dictamen Nº 436-2014 de 29 de mayo de 2014, fija la estructuración de la invalidez para el 25 de junio de 1989. Para tomar esa decisión refiere que el accionante no trabaja desde esa calenda y que por tanto, las secuelas que se causaron en virtud del accidente de trabajo se estructuraron en ese momento, sin que influya la aparición posterior de un trastorno depresivo que solo aumenta el porcentaje de la invalidez, ya que la secuela de síndrome convulsivo, pérdida de visión por ojo izquierdo, más hidrocefalia, por si solas logran alcanzar el estado de invalidez.
Influencia del trastorno depresivo y el factor ocupacional en el porcentaje de PCL del 56.76%.
En la valoración efectuada por la ESE Hospital Mental Universitario de Risaralda –fls.26 a 27- el diagnóstico de trastorno depresivo arrojado, surge como consecuencia de su invalidez para trabajar, patología que se refleja en sus expresiones de aburrimiento, lloradera, hiporexia (disminución parcial del apetito) e ideas de muerte y/o suicidio.

Conforme con lo expresado en esa valoración, esa patología psiquiátrica surge en el accionante en el momento en el que su discapacidad no le permite desempeñarse laboralmente.
Ahora bien, revisando nuevamente los dictámenes objeto de estudio, se observa que en el apartado de las deficiencias se le asigna al trastorno depresivo, de acuerdo al capítulo XII Tablas 12, 4, 7 del Decreto 917 de 1999 (vigente para ese momento) el 10%, mientras que a las patologías producto del accidente de tránsito se les fija el 35% (órganos de los sentidos) y el 24.9% (sistema nervioso central), lo que genera, luego de aplicar la sumatoria combinada, una calificación del 39.86% sobre un máximo del 50%.
En el capítulo correspondiente a la discapacidad, en donde se evalúa conducta, comunicación, cuidado de la persona, locomoción, disposición del cuerpo, destreza y situación, se le asigna un 1.90% sobre un máximo de 20%.
Y en el capítulo de minusvalías, que según el Decreto 917 de 1999 se entiende como “… toda situación desventajosa para un individuo determinado, consecuencia de una deficiencia o una discapacidad que lo limita o impide para el desempeño de un rol, que es normal en su caso en función de la edad, sexo, factores sociales, culturales y ocupacionales. Se caracteriza por la diferencia entre el rendimiento y las expectativas del individuo mismo o del grupo al que pertenece. Representa la socialización de la deficiencia y su discapacidad por cuanto refleja las consecuencias culturales, sociales, económicas, ambientales y ocupacionales, que para el individuo se derivan de la presencia de las mismas y alteran su entorno”, se le fijó un total de 15% sobre un máximo de 30%, destacándose el porcentaje del 10% asignado a la minusvalía ocupacional, respecto de los demás ítems de orientación, independencia física, desplazamiento, integración social, autosuficiencia económica y minusvalía en función de la edad, que reúnen el restante 5% entre ellas.
Nótese entonces que el hecho de no estar vinculado a la fuerza laboral, altera la calificación total de la PCL del actor en dos puntos concretos, esto es, en el concerniente a la asignación del 10% por el trastorno depresivo en las deficiencias y otro 10% asignado al factor ocupacional dentro de las minusvalías.

Si se le quita el 10% por el trastorno depresivo en las deficiencias y únicamente se hace la suma combinada a las otras dos deficiencias objeto de calificación (35% por los órganos de los sentidos y 24.9% por el sistema nervioso central) aplicando la formula A+(B*(50-A)/100) en donde A=35% y B=24.9%, arroja un total de 38.74% de deficiencias, lo que muestra que el trastorno depresivo equivale al 1.12%.

Ahora, al restarle al total de las minusvalías el 10% del factor ocupacional, el total de estas que era del 15% baja al 5%.

Así las cosas, al quitar los dos ítems de la calificación que surgieron directamente del hecho de no estar activo el señor Joaquín Arias Franco como trabajador, la calificación total de PCL de él es igual al 45.64%; por lo que el factor determinante que las generó, surge en el momento en el que el actor deja la fuerza laboral.
Precisamente fue ese el aspecto determinante que tuvo en cuenta la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda para fijar como fecha de estructuración el 25 de junio de 1989, dada la afirmación que le hizo el señor Arias Franco de no haber podido volver a trabajar después del suceso acaecido en esa fecha.
Sin embargo, ello no se ajusta a la realidad, pues así se evidencia en la historia laboral expedida por la Administradora Colombiana de Pensiones –fls.194 a 200- en la que se observa que el demandante se vinculó contractualmente con Dromayor Pereira S.A. el 16 de marzo de 1979, extendiéndose ese vínculo hasta el 31 de diciembre de 2002; retornando a la fuerza laboral el 1º de abril de 2005 con la sociedad TM y CIA S en CA, la cual se prolongó hasta el 1º de mayo de 2007 y finalmente se vinculó nuevamente con una cooperativa de trabajadores entre el 1º de febrero de 2008 y el 31 de marzo siguiente; cotizando en toda su vida laboral un total de 1295 semanas, de las cuales 536.43 había efectuado a 25 de junio de 1989, es decir, que después del accidente de tránsito él logró realizar cotizaciones correspondientes a 758.57 semanas como trabajador dependiente.

Es que el hecho de haber sufrido el accidente de tránsito el 25 de junio de 1989 no le impidió al accionante, a pesar de las lesiones que le produjo, continuar desempeñándose laboralmente, pues así lo demuestra adicionalmente el archivo laboral que fue entregado en custodia por la sociedad Dromayor Pereira S.A. a la sociedad PGD Ltda. y que se ve a folios 474 a 667 del expediente, en donde se destaca que cuando el señor Joaquín Arias Franco se vincula en el año 1979, lo hace como ayudante de bodega y oficios varios, cargo que desempeña hasta el mes de agosto del año 1991 (dos años después de sufrir el accidente de tránsito), ya que desde ese momento pasa a ocupar el cargo de agente vendedor y para el momento en que finaliza la relación laboral en el año 2002, ostentaba el cargo de representante de ventas; observándose durante varios momentos de los años 1994, 1998 y 2001 cartas de felicitación por su excelente desempeño laboral y muy buena atención a los clientes quienes lo describen como un trabajador muy servicial.

Nótese entonces que el accidente de tránsito sufrido en el año 1989 no le impidió seguir vinculado a la fuerza laboral como auxiliar de bodega y oficios varios, pero sobre todo no fue un obstáculo para ascender laboralmente, ya que pasado ese evento, dos años después fue ascendido a agente vendedor y más adelante a representante de ventas; siendo del caso resaltar que una vez finalizó su relación laboral con Dromayor Pereira S.A. el 31 de diciembre de 2002, pudo vincularse nuevamente, como ya se dijo, con la empresa TM y CIA S en CA y después con una Cooperativa de Trabajadores, desvinculándose de ésta última el 31 de marzo de 2008.
Obsérvese como es ésta última situación, la que realmente empieza a generar poco a poco la depresión descrita por el propio demandante a la ESE Hospital Mental Universitario de Risaralda el 3 de junio de 2009, quien expresa aburrimiento, hiporexia e ideas de muerte y/o suicidio al no poderse desempeñar laboralmente y que queda debidamente retratada con el diagnóstico dado en ese momento, y que como consecuencia generó la valoración y posterior calificación de dos nuevos ítems que hacen que la pérdida de la capacidad laboral ascienda del 45.64% al 56.76%; lo cual lleva a concluir que la invalidez del señor Joaquín Arias Franco no se causó el 25 de junio de 1989 como lo sostiene la parte actora, sino desde el 3 de junio de 2009, y por lo tanto no hay lugar a acceder a las pretensiones de la demanda.
En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 26 de septiembre de 2018.

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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